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T odos nos beneficiamos de 
la innovación digital. Ha 
cambiado nuestra forma 

de vida y hasta nuestra forma de 
pensar. Para el FMI, la digitaliza-
ción es la principal herramienta 
para fomentar la inclusión social 
e impulsar el desarrollo econó-
mico, la diversidad y la sostenibi-
lidad. Pero en demasiadas oca-
siones no somos conscientes de 
los riesgos que conlleva. O sim-
plemente pensamos que es algo 
que afecta a otros. Una falacia 
que desmontan los números. 

La cibercriminalidad ha au-
mentado el año pasado un 25,5% 
y supone ya el 19,1% del total, se-
gún los datos del Ministerio del 
Interior. El 90,7% son estafas in-
formáticas, con un aumento del 
27%. Según una encuesta del 
CIS, el 47,4% de la población es-
pañola ha sufrido estafas o ame-
nazas de estafas. Y un 60% admi-
te que tiene poca o ninguna no-
ción de ciberseguridad. Son ci-
fras demasiado elocuentes para 
obviarlas, porque la ciberseguri-
dad se ha convertido en una 
cuestión que nos afecta a todos a 
escala mundial. 

En el sector financiero, el 
compromiso por la seguridad di-
gital es un pilar irrenunciable de 
su actividad. Por 
ello, no escatima 
en recursos hu-
manos y finan-
cieros para ga-
rantizar la máxi-
ma seguridad de 
sus sistemas y 
plataformas con 
el objetivo último de proteger los 
datos y el dinero de sus clientes. 

Además, dedica enormes es-
fuerzos a mejorar la educación 
financiera y la capacitación digi-
tal de la sociedad. Un buen expo-
nente fue la creación hace dos 
años de la plataforma Aula Fi-
nanciera y Digital, impulsada por 
la AEB, CECA y Unacc, que re-
coge todas las iniciativas de for-
mación del sector de una forma 
accesible y atractiva para todos 
los usuarios. Este año hemos su-
mado un espacio web específico 
sobre ciberseguridad, con conse-
jos prácticos para evitar ser vícti-
ma de los ciberdelincuentes. Ca-
da uno de nosotros ha de tomar 
medidas. 

La ciberseguridad es una tarea 
de todos. Los bancos no tienen 
control de lo que sucede fuera de 
su ámbito, no pueden entrome-
terse en las comunicaciones pri-
vadas ni en los dispositivos de sus 
clientes, el eslabón más débil de la 
cadena y donde más se enfocan 
los delincuentes. Según Incibe, el 
año pasado se gestionaron 83.517 
incidentes de ciberseguridad que 

afectaron a la ciudadanía, una 
parte sustancial de ellos fue la fil-
tración de datos personales a tra-
vés de engaños como la suplanta-
ción de identidad a través de 
phishing. Es fundamental la pre-
vención y la formación. 

En este contexto se enmarca la 
campaña Protégete, evitar el 
fraude está en tus manos que las 
cuatro asociaciones del sector fi-
nanciero (AEB, CECA, Unacc y 
ASNEF) acaban de lanzar con 
Incibe, Guardia Civil y Policía 
Nacional con el objetivo de re-
forzar la seguridad digital de las 
personas. La colaboración públi-
co-privada, también a nivel in-
ternacional, es fundamental para 
luchar contra un riesgo generali-
zado. 

La iniciativa de conciencia-
ción e información está basada 
en vídeos y audios con cautelas 
básicas y consejos prácticos en-
focados a prevenir los engaños. 
Es cierto que la inmediatez es 
una de las consecuencias de la di-
gitalización, pero siempre po-
dremos controlar la impulsivi-
dad en la toma de decisiones. 

La campaña se apoya en cua-
tro lemas sencillos, pero que a la 
postre suponen la debilidad del 
ciudadano ante los ciberdelin-
cuentes: 

1. Las claves, como tus llaves, 
solo para ti. 

2. Mejor colgar que lamentar. 
3. Piensa antes de hacer clic. 
4. Ante la urgencia, prudencia. 

La informa-
ción personal 
es valiosa y 
puede ser ex-
plotada por los 
delincuentes. 
Además, los es-
tafadores pue-
den intentar 

engañarnos utilizando la infor-
mación obtenida de Internet o 
de alguna fuga de datos. Hay que 
pensar antes de responder a 
cualquier llamada o comunica-
ción. Y ser conscientes de que a 
menudo se utilizan técnicas de 
presión, como la urgencia o el 
miedo, instándonos a tomar ac-
ciones apresuradas. 

Combatir la ciberdelincuencia 
se ha convertido en una de las 
principales prioridades para to-
dos, ya seamos particulares o tra-
bajemos en empresas, institucio-
nes o gobiernos. Y todos tene-
mos la responsabilidad de preve-
nirla y combatirla: las compañías 
y autoridades deben invertir en 
protección y en reforzar la cola-
boración entre todas las partes 
implicadas; los ciudadanos debe-
mos asumir también la respon-
sabilidad de proteger nuestros 
propios datos y actuar con caute-
la. No reconocer que todos esta-
mos potencialmente amenaza-
dos es ponérselo fácil a los delin-
cuentes.

S e debate en el marco del diálogo social la reforma del 
sistema de prestaciones y subsidios por desempleo 
que debe impulsar el Gobierno. De ello depende 

cumplir las obligaciones asumidas por España para la llega-
da de fondos europeos. Reforma que embarrancó en el 
Congreso hace unos meses, ante la dificultad de generar 
consensos sobre su contenido. Se trata de una reforma no 
solo necesaria para cubrir el expediente europeo, sino que 
era una parte imprescindible de las que debíamos afrontar. 
Pero hubiera sido preferible hacerlo junto con otras, de for-
ma integral, para configurar mejor nuestro modelo. Refor-
ma laboral, reforma de la ley de empleo, y ahora prestacio-
nes deberían configurar un mercado de trabajo más cerca-
no al de las economías competitivas. Hacerlo de forma con-
junta, con visión integral, hubiera sido objetivamente me-
jor, aunque por supuesto más complejo. Si tenemos políti-
cas activas de empleo (formación, orientación) y políticas 
pasivas (prestaciones), ¿no tiene senti-
do regularlo conjuntamente en una 
misma Ley? 

En la reforma que se debate se pro-
fundiza en la mejora de prestaciones y 
coberturas. Se recupera el manteni-
miento de cotizaciones, un aspecto 
fundamental en determinadas franjas 
de edad para no condenar a la baja las 
futuras pensiones de personas desem-
pleadas de más edad. Se propone una 
mejor cobertura para algunos colecti-
vos con dificultades de especial aten-
ción, como mujeres víctimas de vio-
lencia de género o del sector agrario. 
Mejoras que además apuntan (y eso es 
interesante) hacia la mejora de la com-
patibilidad entre prestación y trabajo, 
medida que se ha mostrado eficaz para 
la activación laboral. Algunas propues-
tas sindicales de desindexación del 
Iprem de los importes mínimos y má-
ximos tienen su sentido porque al final 
intentan garantizar que los importes 
de las prestaciones sean razonables. 
En eso probablemente todos estemos 
de acuerdo: prestaciones adecuadas. 
Cuestión distinta es para que las ga-
rantizamos. 

Debemos recordar que las presta-
ciones ofrecen protección de la contin-
gencia de desempleo en que se encuentren quienes, pu-
diendo y queriendo trabajar, pierdan su trabajo. Es decir, 
protegen de una situación imprevista y temporal a quienes 
quieren seguir trabajando. Y llegados ahí, una propuesta 
que no solo es etimológica sino de concepto seria cambiar-
les la denominación “prestaciones y subsidios de desem-
pleo” por “prestaciones y subsidios para el empleo”. Es ver 
la cuestión en positivo, pero no solo el concepto sino el obje-
tivo que debería perseguir: el empleo de la persona, ponien-
do la prestación como una más de las herramientas de la ca-
ja de los orientadores laborales de los servicios de empleo y 
fortaleciendo así el conjunto de políticas con medidas de 
mejora de la empleabilidad. Pero también, ahuyentando de 
las prestaciones a quienes no tengan intención de trabajar. 
Y por supuesto, si decidimos que deben reconocerse pres-
taciones públicas a determinados colectivos a partir de una 
determinada edad o situación familiar o económica antes 
de que lleguen a su jubilación, aunque no quieran trabajar, y 
podemos pagarlo, pues lo hacemos, pero de forma clara y 
sin los tapujos que a menudo esconde el sistema. 

El derecho subjetivo al empleo que debemos garantizar-
nos –recogido en algunas leyes como la del País Vasco–, 
también debe implicar obligaciones y garantizarlas tam-

bién nos hacejustos. Enalgunos paísescon mejores tasas de
desempleo lapersona que percibe una prestacióndebeacu-
dir semanalmente a las oficinasmunicipales paracompartir 
con su “orientador de cabecera” las acciones que ha llevado 
a cabo para encontrar trabajo. La interrelación entre el sis-
tema de empleo y las políticas para ayudar a superar esa si-
tuación y el perceptor deprestacionesennuestro paísesba-
jísima, y depende fundamentalmente de la decisión y acti-
tud de lapersona. Eso estambién undatoobjetivo. 

Nuestra tasa de desempleo, poco propia de una econo-
mía desarrollada, lastranuestra competitividad, encarecela
factura de lasprestacionesy haceque lideremos el volumen 
de fuerza laboralinfrautilizada enlaUE, ademásdedejar de
lado el impulsodesectorescreadores deempleocon vacan-
tes sin cubrir. Quizáslaexplicación podríaser que el trabajo 
no ofrece incentivo y por tanto las personas deciden perci-
bir prestaciones y notrabajara pesar deque el trabajo vivifi-
ca el espíritu, porque el esfuerzo no se ve suficientemente 
recompensado. Pero puede también constatarse un exceso
o complejidad de prestaciones, a menudo poco eficaces, y 
que algunas pueden estar llegando al umbral de los salarios
de convenio. Por tanto, también deberíamosreflexionar so-
bre dónde ponemos los equilibrios. 

De momento, en2023abonamospor desempleo 22.130,6
millones de euros en prestaciones a 1,8 millones de perso-
nas. Mucho menos de lo que invertimos en políticas activas 
de empleo, 2.803 millones de euros, la cifra más alta de la
historia. Demasiada descompensación. El dato aumenta si 
consideramos otras prestaciones, pero nos sirve para ex-
presarla ideadelaAnomalía90-10 enlainversión enpolíti-
cas de empleoparaafrontarlos debates. 

Mejorando prestaciones, mejorando coberturas, mejo-
rando proteccióntambién podemos hacernosjustosparael 
progreso si a la vez mejoramos sus objetivos y estas anoma-
lías. Detrás del desempleo hay muchas desigualdades. El 
trabajo de calidad es siempre la mejor política social para
resolverlas. Y dibujar un modelo más semejante al del pri-
mer mundo, donde se invierte más en políticas activas, de
activación, de mejora de la empleabilidad y en los tránsitos 
de las personas hacia nuevos focos de empleo, y donde a la
vez se exige más debería ser un eje de las reformas. Al final, 
si lo hacemos, incluso al gasto en prestaciones podremos
llamarle inversión en la mejora de los proyectos vitales de
las personas.

¿Prestaciones por desempleo 
o prestaciones para el empleo?
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